
 

SALA CIVIL 

Medellín, treinta (30) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 

Proceso:      Acción de grupo  

Demandante:  Beatriz Elena Gallón Acosta y otros 

Demandado:   Unilever Andina Colombia L.T.D.A. 

Radicado:        05001 31 03 009 2020 00019 02 

Asunto:             Decreto y practica de pruebas dentro de 

las acciones de grupo. Para la aplicación de las normas 

procesales no se puede perder de vista los fines y el 

interés colectivo que se busca proteger en esta clase de 

acciones. 

Instancia:     Segunda  

Decisión:          Revoca parcialmente 

Providencia:    Interlocutorio No. 037 de 2024 

   

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación formulado por la 

parte demandante en contra del auto proferidos el 26 de junio, adicionado 

del 29 de agosto de 20231, por el Juzgado Noveno Civil del Circuito de 

Oralidad de Medellín, mediante los cuales se negó el decreto de unas 

pruebas.  

I ANTECEDENTES 

1.1. Actuación Procesal.  

Dentro de la acción de grupo de la referencia se pretende el pago 

de indemnización por la comercialización del producto salsa de tomate 

                                                 
1 Providencias contenidas en las actuaciones “31.AutoDecretaPruebas” y 

“38.AutoAdicionaNoReponePruebas”. 
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Fruco, por infracción a las normas constitucionales, legales y reglamentarias 

contenidas en el Estatuto del Consumidor.  

El a quo mediante las providencias previamente referenciadas negó 

a la parte demandante el decreto de las pruebas solicitadas en la demanda 

y en el traslado de las excepciones, correspondiente a oficiar a la sociedad 

demandada para: 

 i) informar cuántas unidades del producto salsa de tomate Fruco se 

vendieron en Colombia en sus diferentes presentaciones, y el valor individual 

y total recibido por la compañía desde que adquirió los derechos 

comerciales de la marca, discriminando mes y año, con el respectivo 

soporte contable o financiero certificado.  

ii) Remitir toda la publicidad, escrita, radial, en redes sociales, internet, 

televisiva y de cualquier otra índole que ha pagado la sociedad para 

promocional, posicionar y comercializar el producto en todas sus 

presentaciones en Colombia y demás países donde opera, detallando el 

valor de cada pieza publicitaria en pesos colombiano.  

iii) Allegar muestra de cada rotulado, envase, presentación física y 

tabla de contenido del producto, que vende actualmente en el mercado.  

iv) informar y certificar el número o potencial de destinatarios de los 

mensajes comerciales escritos, radicales, en redes sociales, internet, 

televisivos y de cualquier otra índole que sea pagado por la sociedad, para 

promocionar, posicionar y comercializar el producto en todas sus 

presentaciones en Colombia certificado por trabajadores, contratistas o 

medios de comunicación contratados.  

v) Certificar el número de vistas, reproducciones e interacciones que 

tiene cada video o mensaje publicitario del producto en el canal oficial de 

YouTobe y demás redes sociales como Facebook, Instagram y Twitter (hoy 

X). 

Así mismo, se negó el decreto del dictamen pericial físico – químico 

del producto salsa de tomate Fruco comercializado en Colombia, la 
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exhibición de documentos, inspección judicial y la prueba documental 

estadística. 

1.2. El recurso  

La parte demandante recurrió2 en reposición y en subsidio apelación 

dichas decisiones, pues afirma que, el juez de primera instancia incurrió en 

un error al no decretar las pruebas documentales por informe solicitadas en 

la demanda y en el traslado de las excepciones, teniendo en cuenta que 

para la primera sí intentó obtenerlas por medio del derecho de petición y las 

mismas fueron negadas por la demandada argumentando reserva legal, en 

cuanto a las segundas, aseguró que el término de cinco (5) días era muy 

poco para obtener la respuesta, por cuanto la Ley 1755 de 2015 consagra 

un plazo de quince (15) días hábiles para contestar.  

Expresó que no se está aplicando el principio de la carga dinámica 

de la prueba contenida en el artículo 167 del Código General del Proceso, 

en aras de dilucidar la verdad material y, por ende, administrar justicia. Que 

las mismas son totalmente conducente, pertinentes y útiles, a efectos de 

determinar el monto exacto del daño colectivo causado a los consumidores 

por una práctica proscrita en el artículo 78 de la Constitución Política de 

Colombia y el Estatuto del consumidor, conocida como publicidad 

engañosa, respecto al producto. 

Respecto al dictamen pericial, manifestó que no era posible negar tal 

prueba al tenor del artículo 227 del Código General del Proceso, pues ésta 

disposición aplica para dictámenes aportados por alguna de las partes, 

situación distinta a la presente, por ser una prueba a petición de parte. 

Además, dicha prueba no podía ser tramitada de forma anticipada, 

teniendo en cuenta que el Fondo para la Defensa de los Derechos e 

Intereses Colectivos, requiere de una orden dada por un juez de la 

república. Consideró que la misma es relevante y valida, ya que su objetivo 

es determinar la composición real del producto. 

                                                 
2 Contenido en las actuaciones “33.RecursoReposiciònApelaciòn” y 

“39.RecursoReposiciònApelaciòn”. 
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En cuanto a la exhibición de documentos e inspección judicial indicó 

que los mismos si cumplen con los presupuestos establecidos en los artículos 

236, 265 y 268 del Código General del Proceso. 

Finalmente, respecto a la prueba estadística manifestó que la misma 

no estaba prohibida ni era superflua, ni mucho menos había sido suplida por 

la información solicitada de oficio al INVIMA, la cual estaba orientada a 

determinar la composición del producto. Esta tenía como objeto probar la 

percepción del consumidor de la publicidad realizada por la demanda para 

su comercialización. 

En el traslado la sociedad demandada solicitó mantener la 

determinación adoptada3.  

Resuelto desfavorablemente el primero, se concedió el que ahora 

concita nuestra atención. 

II PROBLEMA JURÍDICO 

Corresponde determinar si es procedente entrar a revocar las 

decisiones impugnadas, conforme a los argumentos antes descritos.  

  Decreto y practica de pruebas dentro de las acciones de grupo. Para la 

aplicación de las normas procesales no se puede perder de vista los fines y el interés 

colectivo que se busca proteger en esta clase de acciones. 

Para resolver lo propio, habrá de tenerse en cuenta las siguientes: 

III CONSIDERACIONES 

3.1. En primer lugar, de acuerdo con el artículo 68 de la Ley 472 de 

1998, y en concordancia con lo dispuesto el numeral 3 del artículo 321 del 

Código General del Proceso, la providencia objeto de reparo es susceptible 

del recurso de alzada y esta Sala es competente para resolver lo propio.   

                                                 
3 Contenido en las actuaciones “24. Descorre traslado recurso” y “34.DescorreTrasladoRecurso”. 
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3.2. La acción de grupo está consagrada en el artículo 88 de la 

Constitución Política de Colombia, la cual está orientada a garantizar la 

defensa y protección de un grupo o de un numero plural de personas, de 

un interés colectivo.  

Dispone el artículo 5 de la Ley 472 de 1998 que el trámite de las 

acciones reguladas en dicha normatividad se desarrollará con fundamento 

en los principios constitucionales y especialmente en los de prevalencia del 

derecho sustancial, publicidad, economía, celeridad y eficacia. Expresa 

que se aplicarán también los principios del Código General del Proceso, 

cuando éstos no se contrapongan a la naturaleza de dichas acciones. 

Impone al Juez el deber de velar por el respeto al debido proceso, las 

garantías procesales y el equilibrio entre las partes. Por ello, es de su 

obligación impulsar oficiosamente y producir decisión de mérito so pena de 

incurrir hasta en falta disciplinaria. 

La presente acción constitucional tiene como finalidad indemnizar a 

los consumidores del producto salsa de tomate Fruco, por una presunta 

publicidad engañosa respecto a su idoneidad, calidad y componentes. Por 

tal motivo, las normas a aplicar deben siempre consultar los postulados 

constitucionales antes que los estrictamente legales, orientados a efectos 

de concretar o materializar principios rectores que les son propios. 

La señora Juez negó ordenar oficiar a la sociedad demandada para 

que suministrara y certificara información correspondiente a las ventas del 

producto objeto de la Litis, su valor, ingresos, estrategias publicitarias, 

información sobre su composición y cantidad de vistas y reproducciones de 

cada video o mensaje publicitario en redes sociales, bajo el argumento de 

no haber agotado como requisito el derecho de petición, conforme lo 

dispone el artículo 173 del Código General del Proceso.  

Sin embargo, de acuerdo a lo antes indicado, no resulta consecuente 

que en este tipo de acciones se aplique con estrictez y en su tenor literal tal 

exigencia, pues ello desconocería los principios orientadores ya señalados, 
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y compromete el derecho fundamental a la prueba a pesar de tratarse de 

la protección de un interés colectivo, desconociendo que en ella misma 

recae el deber de su impulso oficioso a fin de obtener decisiones de mérito, 

propósito que difícilmente se lograría sin la prevalencia constitucional que 

para estos se manda.   

Es que, si en gracia de discusión se aplicara de forma literal el artículo 

173 ibídem, invocado como sustento para tal negativa, lo cierto es que este 

tampoco cumpliría con su finalidad, pues gran parte de lo solicitado está 

sujeto a reserva legal por tratarse de documentos protegidos por el secreto 

comercial o industrial. Tanto es así que el demandado, al responder al 

derecho de petición 'extemporáneo', indicó que la petición debía ser 

rechazada de acuerdo con el artículo 24 de la Ley 1437 de 2011, pero que 

por ser un aspecto de puro derecho debe conocer el Juzgador sin 

necesidad de la respuesta a una petición como la que se echa de menos, 

esa sola circunstancia impedía que por esa razón se negara el decreto de 

las pruebas.   

Por lo tanto, es necesaria la orden judicial para allegar al proceso la 

información requerida, a fin de que el juez disponga de los elementos de 

juicio necesarios para tomar la decisión que en derecho corresponda.  

En cuanto a la exhibición de libros y papeles de comerciante, niega 

el a quo tal prueba bajo el argumento de no haberse identificado qué parte 

de los libros contables pretende la exhibición, por lo que debió limitarlos a 

los que se relacionaran con la controversia.  

Al verificar esa solicitud, si bien el demandante no lo hace con la 

precisión esperada, sí establece que los documentos requeridos finalmente 

corresponden a estudios, análisis de mercado, estadísticas y soportes de 

compra de sábila, especialmente aquellos de naturaleza contable y 

financiera desde el lanzamiento y comercialización del producto. Estos 

documentos tienen como objetivo demostrar los ingresos, ventas y utilidades 

obtenidas por la sociedad demandada. Además, era imposible obtenerlos 
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directamente por estar sometidos igualmente a reserva, por lo que 

igualmente se ordenará su decreto. 

Con respecto a la solicitud de decretar el dictamen pericial físico y 

químico con cargo al Fondo de Defensa de los Derechos e Intereses 

Colectivos, con el propósito de verificar si el producto es natural y conocer 

los componentes reales, porcentajes y concentraciones, así como la 

inspección judicial, se observa que en principio estas pruebas se suplen con 

la decretada de oficio por el a quo. En esta, se solicita al INVIMA que 

determine los mismos aspectos pretendidos con la pericia e inspección, ya 

que, en últimas, su objetivo es determinar los componentes que integran el 

producto. Sin embargo, el juez tiene la facultad de decretar estas pruebas 

en una etapa procesal posterior si considera que el requerimiento realizado 

a tal entidad no cumple con su finalidad. 

Por último, con relación a la solicitud de la prueba estadística, también 

es factible obtener dicha información de las pruebas por informe arriba 

referenciadas, teniendo en cuenta que lo que busca es realizar una 

encuesta sobre todos los comerciales del producto o que puedan ser de 

libre acceso en YouTube u otro medio masivo, para que al menos 300 sujetos 

se pronuncien sobre este. Una de las pruebas por informe tiene 

precisamente como objetivo certificar la interacción de las personas con el 

producto en las diferentes redes sociales. 

En consecuencia, para estas últimas se confirmará la determinación 

adoptada por la señora juez de primera instancia. 

IV DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Medellín, en Sala Unitaria Civil, 

RESUELVE 

PRIMERO: REVOCAR parcialmente los autos objeto de impugnación, 

de fecha y naturaleza ya indicadas, para en su lugar, decretar la prueba 
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por informe, consistente en oficiar a UNILEVER ANDINA COLOMBIA L.T.D.A., para 

que: 

i) informe cuántas unidades del producto salsa de tomate Fruco se 

vendieron en Colombia en sus diferentes presentaciones, y el valor individual 

y total recibido por la compañía desde que adquirió los derechos 

comerciales de la marca, discriminando mes y año, con el respectivo 

soporte contable o financiero certificado.  

ii) Remita toda la publicidad, escrita, radial, en redes sociales, internet, 

televisiva y de cualquier otra índole que ha pagado la sociedad para 

promocional, posicionar y comercializar el producto en todas sus 

presentaciones en Colombia y demás países donde opera, detallando el 

valor de cada pieza publicitaria en pesos colombiano.  

iii) Allegue muestra de cada rotulado, envase, presentación física y 

tabla de contenido del producto, que vende actualmente en el mercado.  

iv) informe y certifique el número o potencial de destinatarios de los 

mensajes comerciales escritos, radicales, en redes sociales, internet, 

televisivos y de cualquier otra índole que sea pagado por la sociedad, para 

promocionar, posicionar y comercializar el producto en todas sus 

presentaciones en Colombia certificado por trabajadores, contratistas o 

medios de comunicación contratados.  

v) Certifique el número de vistas, reproducciones e interacciones que 

tiene cada video o mensaje publicitario del producto en el canal oficial de 

YouTobe y demás redes sociales como Facebook, Instagram y Twitter (hoy 

X). 

vi) Exhiba los libros de comercio y papeles de comerciante, como 

estudios, análisis de mercado, estadísticas, soportes de compra de sábila, 

especialmente, aquellos de naturaleza contable y financiera existentes 

desde el lanzamiento y comercialización del producto salsa de tomate 

Fruco, objeto de la demanda, con el fin de demostrar los ingresos, ventas y 

utilidades económicas. Exhibición que hará el representante legal de dicha 
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sociedad en la audiencia que, para el efecto, programe la señora jueza de 

primera instancia, conforme a la disponibilidad de su agenda. 

 

SEGUNDO: CONFIRMAR las demás decisiones adoptadas en la 

decisión antes referenciada. 

TERCERO: En firme lo aquí resuelto, devuélvase el expediente digital al 

juzgado de origen.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

BENJAMÍN DE J. YEPES PUERTA  

Magistrado 
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